COMPETENCIA EN SEDE DE TUTELA/ Conocimiento de acción constitucional contra Registraduría Departamental, al hacer parte del nivel descentralizado, es del juez del circuito 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, marzo quince (15) de dos mil dieciséis (2016)
Expediente No. 66001-22-13-000-2016-00298-00
La señora Ángela María Tangarife Meza instauró acción de tutela contra la Registraduría Nacional del Estado Civil - Delegación Departamental de Risaralda y la Notaría Segunda de Manizales, al considerar lesionados sus derechos fundamentales y los de su menor hijo, a la personalidad jurídica y a la salud. 
Pretende se ordene a las entidades demandadas “subsanen el inconveniente suscitado” con la expedición de su registro civil de nacimiento; aclarado lo cual, se ordene a la Registraduría Nacional  del Estado Civil – Delegación Departamental Risaralda, le expida su cédula de ciudadanía con el cambio de apellido.

Como fundamento de esas pretensiones dijo, en breve síntesis,  que ante la Notaría Segunda de Manizales adelantó el trámite de cambio de sus apellidos, pero al acudir a la Registraduría de Pereira con el fin de cambiar su cédula, se le formularon objeciones porque  en el espacio titulado “tipo de documento antecedente o declaración de testigos”, debe quedar registrado “Escritura pública”; al solicitar la corrección en la referida Notaria, se le informó que esa anotación ya se había hecho en el “Espacio para notas” y tras varias comunicaciones entre funcionarios de esas entidades, ninguno le resolvió el asunto. Así, se encuentra sin documento de identidad y tampoco ha podido registrar a su hijo nacido el pasado 30 de enero y quien presenta problemas de salud.
De los supuestos fácticos anteriores surge evidente que la vulneración de los derechos cuya protección se invocan, provienen de conductas que se atribuyen a la Registraduría Delegada Departamental de Risaralda y a la Notaría Segunda de Manizales.

Y teniendo en cuenta la naturaleza jurídica de la primera, no es este Tribunal el competente para conocer de la acción propuesta.

En efecto, según el inciso segundo del numeral 1° del artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, a los jueces del circuito o con categorías de tales, deberán ser repartidas para su conocimiento, en primera instancia, las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier organismo o entidad del sector descentralizado por servicios, naturaleza jurídica de la que participa la Registraduría Delegada Departamental de Risaralda, tal como lo explicado en distintas providencias la Corte Suprema de Justicia, que al efecto ha dicho: 
“En tal sentido, como la Registraduría Nacional del Estado Civil es una un organismo de orden Nacional, cuya estructura, de un lado, está diseñada por el “nivel central”, y otro descentralizado, compuesto este último por “las dependencias cuyo nivel de competencias está circunscrito a una circunscripción electoral específica o dentro de los términos territoriales que comprenden el ejercicio de funciones inherentes a la Registraduría Nacional y se configura con observancia de los principios de la función administrativa, (art. 10 Decreto 1010 de 2000)”, y el reclamo está direccionado frente a este ente que integra el nivel desconcentrado, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bucaramanga no es el competente para conocer en primer grado de la referida súplica……….
.
En esas condiciones y teniendo en cuenta la naturaleza jurídica de la otra accionada, la Notaría Segunda del Circulo de Manizales, cuyo titular es un particular encargado de atender el servicio público notarial, la competencia para conocer del asunto recae en los juzgados con categoría de circuito, de acuerdo con los argumentos que hasta aquí se han citado y porque de conformidad con el  último inciso del numeral 1º del artículo atrás citado, “Cuando la acción de tutela se promueva contra más de una autoridad y estas sean de diferente nivel, el reparto se hará al juez de mayor jerarquía, de acuerdo con las reglas establecidas en el presente numeral.”, siendo en este caso la Registraduría Delegada de Risaralda el organismo que mayor entidad detenta, desde el punto de vista jerárquico.
En consecuencia, se declarará esta Sala incompetente para asumir el conocimiento de la tutela y se remitirá para el reparto de los jueces del circuito.
Lo anterior, para evitar futuras nulidades, teniendo en cuenta que la  Corte Suprema  de Justicia las ha declarado en acciones de tutela que ha tramitado este Tribunal sin tener competencia para ello y por ejemplo, ha dicho:
“3. De acuerdo con lo memorado, debe tenerse en cuenta, por una parte, que el inciso 2º del numeral 1° del artículo 1° del Decreto 1382 de 2000 establece que a los Juzgados del Circuito o con categoría de tales les corresponde conocer “en primera instancia, las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier organismo o entidad del sector descentralizado por servicios del orden nacional”, y por la otra, que son los jueces municipales en virtud del inciso 3° del mismo numeral y artículo referido, los competentes para tramitar las quejas constitucionales dirigidas frente a entes como la Caja de Compensación Familiar Comfamiliar Risaralda, por ostentar ésta un carácter particular.

De lo anterior se desprende que de la aludida acción de tutela deben conocer los Jueces con categoría de Circuito de Pereira y no el Tribunal Superior de esa ciudad, dada la naturaleza jurídica de los acusados y el lugar de elección del peticionario, conclusión que surge además de la aplicación del inciso 5º de norma en cita, el cual establece que cuando la tutela se promueve contra más de una autoridad y éstas son de diferente nivel, “el reparto se hará al juez de mayor jerarquía”.
En consecuencia, el asunto de que se trata no se surtió ante la autoridad competente, lo que implica que se incurrió en la causal de nulidad prevista por el numeral 2° del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, norma aplicable al trámite de la acción de tutela en virtud de lo dispuesto en el artículo 4° del Decreto 306 de 1992, reglamentario del Decreto 2591 de 1991, y por ende deberá declararse la invalidez de todo lo actuado, en el trámite surtido ante el Tribunal Superior de Pereira como juez constitucional de primera instancia.” 

Es necesario precisar que esta Sala no desconoce el contenido del auto 124 de 2009 proferido por la Corte Constitucional, en el que se  impuso como obligación a los funcionarios judiciales avocar el conocimiento de esta clase de acciones y les impide declararse incompetentes cuando de aplicar las reglas de reparto se trata; sin embargo, comparte el criterio de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en relación con la competencia que deben tener los jueces para conocer de las acciones de tutela, el que aún que aún se mantiene
. 

Además, por mandato del artículo 230 de la Constitución Política, los jueces están sometidos al imperio de la ley y por ende, no están obligados por ningún precepto jurídico a acoger, sin posibilidad de crítica ni discernimiento, el criterio plasmado por la Corte Constitucional en el último auto citado, del que respetuosamente esta Sala se aparta, con fundamento en las providencias de la Corte Suprema de Justicia citadas, que encuentran sustento en la normatividad jurídica.
En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

R E S U E L V E

1-. Se declara incompetente para conocer de la acción de tutela propuesta por la señora Ángela María Tangarife Meza contra la Registraduría Nacional del Estado Civil - Delegación Departamental de Risaralda y la Notaría Segunda de Manizales.

2.- Remítanse las diligencias a la Oficina de Administración Judicial para que sea repartida entre los jueces con categoría de circuito de esta ciudad.

3.- Notifíquese esta decisión a la demandante por el medio más eficaz.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

La Magistrada,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, auto ATC 1262-2014 del  12 de marzo de 2014, MP. Dra. Margarita Cabello Blanco, reiterado en autos ATC 7505-2014 del 9 de diciembre de 2014, MP. Dra. Margarita Cabello Blanco, ATC 6128-2015 del 21 de octubre de 2015, MP. Dr. Luis Armando Tolosa Villabona.


� Sala de Casación Civil, auto del 15 de marzo de 2012, MP. Dr. Arturo Solarte Rodríguez, expediente 66001-22-13-000-2012-00028-01. 


� Ver por ejemplo autos del 30 de abril de 2010, MP. Arturo Solarte Rodríguez; del 5 de julio de 2011, MP. Fernando Giraldo Gutiérrez; del 8 de febrero de 2013, MP. Arturo Solarte Rodríguez y del 19 de agosto de 2014, MP. Margarita Cabello Blanco.
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